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Cuernavaca, Morelos, a veintidós de noviembre de dos mil

veintitrés.

VISTOS para resolver en DEFINITIVA los autos del expediente

administrativo número TJA(zaslO38l2022, promovido por

 por su propio derecho, contra actos

de| CONTRALOR MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE

CUAUTLA, MORELOS y otro.

RESULTANDO:

1,- Por auto veinticuatro de marzo de dos mil veintidós, se

admitió a trámite la demanda promovida por 

 en contra dC Ia CONTRALOR MUNICIPAL DEL

AYUNTAMIENTO DE CUAUTLA, MORELOS, y se tuvo como

tercero interesado a
PRESIDENTE MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DË

CUAUTLA, MORELOS, en consecuencia, se ordenó formar el

expediente respectivo y registrar en el Libro de Gobierno

correspondiente. Con las copias simples, se ordenó emplazar a

la autoridad demandada y tercero interesado, para que dentro

del término de diez días produjeran contestación a la demanda

instaurada en Su contra, con el apercibimiento de ley respectivo.

2.- Por autos de fechas diecinueve de abril de dos mil veintidós,

se tuvo al tercero interesado y a la autoridad demandada, dando

contestación en tiempo y forma a la demanda interpuesta en su

contra, por lo que con las copias simples de sus escritos y anexos

se mandó dar vista a la parte actora por el término de tres días

para que hiciera valer las manifestaciones que en derecho le

correspondían.
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3.- El doce de mayo de dos mir veintidós se tuvo a la parte actora
desahogando las vistas ordenadas en autos, en relación a las

contestaciones realizadas a la demanda entablada.

4.- En autos de fechas seis, siete y veinticuatro de junio de dos
mil diecinueve, se tuvo al actor por desahogadas las vistas
concedidas.

5.- con fecha once de agosto de dos mil veintidós se tuvo por
precluido el derecho que tuvo la parte actora para ampliar la
demanda, y S€ ordeno abrir el juicio a prueba para que, en el

término común de cinco días, las partes ofrecieran las pruebas
que a su derecho correspondía.

6.- El veinticuatro de agosto de dos mil veintitrés, se acordó
sobre la admisión de las pruebas y se señaló fecha para la

audiencia de pruebas y alegatos.

7.'Finalmente, el tres de julio de dos mil veintitrés, tuvo
verificativo la audiencia de pruebas y alegatos, por lo que una
vez concluida la misma se ordenó dictar la resolución
correspondiente, la que ahora se pronuncia al tenor de los
siguientes:

--.CONSIDERANDOS

- - - r.-coMPETENCrA. Este Tribunar de Justicia Administrativa
del Estado de Morelos, es competente para conocer y resolver el
presente asunto de conformidad con lo dispuesto por el artículo
109 bis de la constitución política del Estado Libre y soberano
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de Morelosi 1, 3,7,84,86, 89 y demás relativos y aplicables de

la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos vigente;

7, 16, 18, inciso B), fracción II, inciso a) de la Ley Orgánica del

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

- - - II.- En términos de lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley

de Justicia Administrativa en vigor, se procede a hacer la fijación

clara y precisa de los puntos controvertidos en el presente juicio,

Así tenemos que la parte actora reclama como acto impugnado

textualmente el siguiente:

"A).- LA RESOLUCION ADMINISTRATIVA CONSISTENTE

EN LA ADMISION Y/O RADICACION DE LAS

OBSERVACIONES Y/O PLIEGO DE OBSERVACIONES

REALIZADAS POR 81... SERVIDOR PÚBLICO ENTRANTE

COMO PRESIDENTE MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE

CUAUTLA, MORELOS... DICTADA POR EL CONTRALOR

MUNTCIPAL DE CUAUTLA MORELOS, EN FECHA

VEINTICINCO DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTIDOS

DENTRO DEL EXPEDTENTE 

Por lo que atendiendo a la integridad de la demanda y a las

constancias que obran en autos, se tendrá como acto impugnado

el acuerdo de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós,

emitido por el Contralor Municipal del Ayuntamiento de Cuautla,

Morelos, derivado del pliego de observaciones emitidas por el

servidor público entrante 
, con número de expediente 
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rrr.- La existencia del acto impugnado quedó acreditada

con la documental pública consistente en el acuerdo de fecha

veinticinco de febrero de dos mil veintidós, emitido por el

contralor Municipal del Ayuntamiento de cuauila, Morelos,

documental que se le otorga valor probatorio en términos de lo
previsto por los artículos 437,490 y 491 del código procesal

civil del Estado de aplicación supletoria a ra ley de la materia, y
con la que se desprende en esencia, que se tuvo por recibido y

admitido el pliego de observaciones emitido por el servidor
público entrante (aquí tercero interesado) respecto del proceso

de la entrega a recepción de fecha veintinueve de diciembre de

dos mil veintiuno, realizado por el servidor público saliente (hoy
parte actora), y en el que se ordenó al servidor saliente que

compareciera ante la contraloría para que diera contestación a

las observaciones realizadas y diera su aclaración o en su caso

manifestare lo que a su derecho convenía, €fl el que se

estableció que en caso contrario se procedería conforme al

régimen de los servidores públicos en relación al artículo 9 y 24

de la Ley de Entrega y Recepción del Estadio de Morelos.

- - - IV.-Con fundamento en los artículos 37 y 38 de la Ley de

Justicia Administrativa del Estado de Morelos, este Tribunal

analizará de oficio las causales de improcedencia del presente
juicio, por ser una cuestión de orden público y por ende de

estudio preferente; sin que por el hecho de que esta autoridad
admitiera la demanda se vea obligada a analizar el fondo del

asunto, si de autos se desprende que existen causales de

improcedencia que se actualicen.

Se aplica por orientación al presente juicio de nulidad:
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TMPROCEDENCTA DEL ]UTCTO CONTENCTOSO

ADMTNTSTRATTVO. SU EXAMEN OFTCIOSO POR EL

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTTCTA FTSCAL Y

ADMrNrsrRATrvA No rMpLrcA euE Ésrr DEBA

VERTFTCAR LA ACT'IALIZACTO¡T DE CADA UNA DE

LAS CAUSALES RELATTVAS ST flO LAS ADVTRNO V

LAS PARTES NO LAS TNVOCARON,I

Conforme al artículo 202, último párrafo, del Código

Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre

de 2005, las causales de improcedencia deben analizarse

aun de oficio, lo que debe entenderse en el sentÌdo que

se estudiarán tanto las que hagan valer las partes como

las que advierta el tribunal que conozca del asunto

durante el juicio, lo que traerá como consecuencia el

sobreseimiento, de conformidad con el artículo 203,

fracción II, del mismo ordenamiento y vÌgencia, ambas

porciones normativas de contenido idéntico al texto

vigente de los artículos Bo., último párrafo y 90., fracción

II, respectivamente, de la Ley Federal de Procedimiento

Contencioso Administrativo. Por tanto, la improcedencia

del juicio contencioso administrativo pueden hacerla

valer las partes, en cualquier tiempo, hasta antes del

dictado de la sentencia, por ser una cuestión de orden

público, cuyo estudio es preferente; pero este derecho de

las partes es también una carga procesal si es que se

pretende vincular al tribunal del conocimiento a examinar

determinada deficiencia o circunstancia que pueda

actualizar el sobreseimiento. En ese contexto, las

causales de improcedencia que se invoquen y las que

advierta el tribunal deben estudiarse, pero sin llegar al

extremo de imponerle la carga de verificar, en cada

asunto, si se actualiza o no alguna de las previstas en el

artículo 202 del código en mención, en virtud de que no

existe disposición alguna QUê, en forma precisa, lo

t Época: Novena Época Registro: 161614 Instanc¡a: Tr¡bunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesìs
lur¡sprudenc¡a Fuente: Semanar¡o Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXXIV, Julio de 2011
Materia(s): Admin¡strat¡va Tesis: L4o.A. .l/100 Pág¡na: 1810
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ordene. Así las cosas, si existe una causal de

improcedencia que las partes pretendan se declare,

deben asumir la carga procesal de invocarla para vincular

al tribunal y, sólo entonces, tendrán el derecho de exigir
el pron u ncia m iento respectivo.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA

ADMIN ISTRATIVA DEL PRIM ER CIRCU ITO.

Revisión fiscal 210/2006. Director General de Asuntos

Jurídicos de la Procuraduría General de la República, 6 de

septiembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente:

Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretario: Antonio

Villaseñor Pérez.

Revisión fiscal 634/2010. Subdirectora de lo Contencioso,

en suplencia por ausencia de la Directora Jurídica del

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado.31 de marzo de 2011.

Unanimidad de votos. Ponente: lesús Antonio Nazar

Sevilla. Secretaria : Ángela Alvarado Morales.

Revisión fiscal 608/2010. Subdirectora de lo Contencioso,

en suplencia por ausencia de la Directora lurídica del

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado y otra. 7 de abril de 2011.

Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar

Sevilla. Secretario: Ernesto González González.

Revisión fiscal 662/2010. Subdirectora de lo Contencioso,

en suplencia por ausencia de la Directora Jurídica del

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado. 28 de abril de 2011.

Unanimidad de votos. Ponente: lesús Antonio Nazar

Sevilla. Secretaria : Ángela Alvarado Morales.

Revisión fiscal 83/2017. Directora Jurídica del Instituto

de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del

Estado. 6 de mayo de 2011. Unanimidad de votos.
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Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario:

José Pablo Sáyago Vargas.

La autoridad demandada CONTRALOR MUNICIPAL DEL

AYUNTAMIENTO DE CUAUTH, MORELOS y tercero interesado

Z PRESIDENTE MUNICIPAL

DEL AYUNTAMIENTO DE CUAUTLA, MORELOS, opusieron la

causal de improcedencia prevista en la fracción V del artículo 37

de la Ley de lusticia Administrativa del Estado de Morelos

relativa a que el juicio del Tribunal de Justicia Administrativa es

improcedente en contra de actos que sean materia de un recurso

que se encuentre pendiente de resolución ante la autoridad que

lo emitió.

Causal de improcedencia que deviene de inoperante porque no

basta con sólo nombrarla, sino que, de forma adicional, debieron

proponer los argumentos o la exposición del porqué afirman su

actualización, para que con base en ello, este Tribunal estuviera

en aptitud de estudiar sus planteamientos; pero al no hacerlo

así, existe un impedimento técnico que imposibilita para realizar

algún tipo de análisis, de ahí lo inoperante.

Por otro lado, se tiene que el Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, conforme al artículo

109 Bis de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano

de Morelos, y el artículo 3 de la Ley de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos, está dotado de plena jurisdicción, es un

órgano de control de la legalidad con potestad de anulación y

está dotado de autonomía e imperio suficiente para hacer

cumplir sus determinaciones.

-
ET

q)

qJ È\

ì.È

¿=i

cñ $J
e\¡

ô.¡
=



8

Tiene facultades para asumir jurisdicción al conocer del juicio

de nulidad interpuesto por la parte actora y estudiar tas

causales de improcedencia que se advierten de autos.

Ahora bien, conforme al artículo 1o de la constitución política de

los Estados unidos Mexicanos, precisa, entre otras cuestiones,

que en este País, todas las personas gozarán de los derechos
humanos reconocidos en la constitución y en los tratados

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte así como

de las garantías para su protección; que las normas relativas a

los derechos humanos se interpretarán de conformidad con

dicha constitución y con todos los tratados internacionales de la

materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas con la
protección más amplia, y que todas las autoridades, en el ámbito

de sus competencias, tienen la oblÍgación de promover,

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos.

Los artículos 77 constitucional y B Numeral 1 (garantías

judiciales) y 25, numeral 1 (protección judicial) de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos, QU€ reconocen el derecho

de las personas a que se les administre justicia, el acceso a ésta

área y a contar con un recurso sencillo y rápido, o efectivo, de

ninguna manera pueden ser interpretados en el sentido de que

las causales de improcedencia del juicio de nulidad sean

inaplicables, ni que el sobreseimiento en é1, por sí, viola esos

derechos.

Por el contrario/ como el derecho de acceso a la justicia está

condicionado o limitado a los plazos y términos que fijen las

leyes, es claro que en ellas también pueden establecerse las

condiciones necesarias o presupuestos procesales para que los
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tribunales estén en posibilidades de entrar al fondo del asunto

planteado, y decidir sobre la cuestión debatida.

Las causales de improcedencia establecidas en la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, tienen una existencia

justificada, en la medida en que, atendiendo al objeto del juicio,

a la oportunidad en que puede promoverse, o bien, a los

principios que lo regulan, reconocen la imposibilidad de

examinar el fondo del asunto, lo que no lesiona el derecho a la
administración de justicia, ni el de contar con un recurso sencillo

y rápido, o cualquier otro medio de defensa efectivo; pues la

oblígación de garantizar ese "recurso efectivo" no implica

soslayar la existencia y aplicación de los requisitos procesales

que rigen al medio de defensa respectivo.

Ilustra lo anterior la tesis que a continuación se transcribe y se

aplica por analogía al presente juicio de nulidad:

PRTNCTPTO PRO PERSO'VA Y RECURSO EFECTTVO. EL

GoBERNADo No EsrÁ ExrMrDo DE REIqETAR Los
REQUISITOS DE PROCEDENCIA PREVTSTOS EN LAS

LEYES PARA INTERPONER UN MEDTO DE DEFENSA2. S¡

bien la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos, de 10 de junio de 2077,

implicó la modificación del sistema jurídico mexicano para

incorporar el denominado principio pro persona, el cual

consiste en brindar Ia protección más amplia al gobernado,

así como los tratados internacionales en materia de

derechos humanos, entre ellos el derecho a un recurso

efectivo, previsto en el artículo 25 de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos, ello no significa que
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en cualquier caso el órgano jurisdiccional deba resolver el

fondo del asunto, sin que importe la verificación de los

requisitos de procedencia previstos en las leyes nacionales

para la interposición de cualquier medio de defensa, ya que

las formalidades procesales son la vía que hace posible

arribar a una adecuada resolución, por lo que tales

aspectos, por sí mismos, son insuficientes para declarar

procedente lo improcedente. Amparo directo en revisión

3103/2012. Centro Mexicano para Ia Defensa del Medio

Ambiente, A.C. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos.

Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario:

Aleja nd ro Castañón Ra mírez.

PRINCIPTO DE INTERPRETACTON MAS FAVORABLE A

LA PERSONA, SU CUMPLIMTENTO NO IMPLICA QUE
LOS óRGAwOS JURISDICCIONALES NACIONALES, AL

EJERCER SU FUNCTOM DEJEN DE OBSERVAR LOS

DI,RSOS PRINCIPIOS y RESTRICCIOTVES QUE
PREVÉ LA NORMA FIINDAMENTAL, Si bien Ia reforma aI

artículo 1o. de la Constitución Federal, publicada en el Diario

Oficial de la Federación el 10 de junio de 2017, implicó el

cambio en el sistema jurídico mexicano en relación con los

tratados de derechos humanos, así como con la

interpretación más favorable a la persona al orden

constitucional -principio pro persona o pro homine-, ello no

implica que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de

ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en

la forma en que venían desempeñándolas antes de la citada

reforma, sino que dicho cambio sólo conlleva a que si en los

instrumentos internacionales existe una protección más

benéfica para la persona respecto de la institución jurídica

analizada, ésta se aplique, sin que tat circunstancia

signifique que, al ejercer tal función jurisdiccional, dejen de

observarse los diversos principios constitucionales y legales

-legalidad, igualdad, seguridad jurídica, debido procesor

acceso efectivo a la justicia, cosa juzgada-, o las

restricciones que prevé la norma fundamental, ya que de
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hacerlo, se provocaría un estado de incertidumbre en los

destinatarios de tal función. Amparo directo en revisión

1131/2012. Anastacio Zaragoza Rojas y otros. 5 de

septiembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos de los

Ministros Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio

Salvador Aguirre Anguiano. Ausente: Sergio A. Valls

Hernández. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano.

Secretario: Juan losé Ruiz Carreón. Amparo directo en

revisión 2897/2013. Jorge Martín Santana. 9 de octubre de

2013. IJnanimidad de cuatro votos de los Ministros Luis

María Aguilar Morales, Alberto Pérez Dayán, Margarita

Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández. Ausente:

José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto

Pérez Dayán, Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 3538/2013. Arturo Tomás

González Páez. 21 de noviembre de 2013. Cinco votos de

los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez

Dayán, losé Fernando Franco González Salas, Margarita

Beatñz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández. Ponente:

Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina

Gaona. Amparo directo en revisión 4054/2013. Bruno

Violante Durán. 26 de febrero de 2014. Cinco votos de los

Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán,

José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz

Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José

Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac

Rangel Agüeros. Amparo directo en revisión 32/2014.

Crisvisa La Viga, S.A. de C.V. 26 de febrero de 2014. Cinco

votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto

Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas,

Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María AguÌlar Morales.

Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez

Rodríguez. Tesis de jurisprudencia 56/2014 (10a.).

Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en

sesión privada del treinta de abril de dos mil catorce.

TRIBUNAL DE JUST]CIA ADMINISTRATVA

DEL EÍADO DE MORELOS
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sÌ bien la reforma al artículo 1o de la constitución Federal,

publicada en el Diario oficial de la Federación el 10 de junio de

20tr, implicó el cambio en el sistema jurídico mexicano en

relación con los tratados de derechos humanos, así como con la

interpretación más favorable a la persona al orden constitucional

principio pro persona o pro homine - ello, no implica que los

órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus

atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que

venían desempeñándolas antes de la citada reforma, sino que

dicho cambio solo conlleva a que si en los instrumentos

internacionales existe una protección más benéfica para ra

persona respecto de la institución jurídica analizada, esta se

aplique, sin que tal circunstancia signifique que, al ejercer tal

función jurisdiccional, dejen de observarse los diversos

principios constitucionales y legales legalidad, igualdad,

seguridad jurídica, debido proceso, acceso efectivo a la justicia,

cosa juzgada o las restricciones que prevé la norma

fundamental, ya que de hacerlo, se provocaría un estado de

incertidumbre en los destinatarios de taf función, por lo que el

estudio y actualización de las causales de improcedencia como

requisitos técnicos para el análisis de una controversia, no afecta

la garantía de acceso a la justicia.

SOBRESETMTENTO EN LOS JUTCIOS, EL DERTVADO

DE LA ACTUALTZACION DE LAS CAUSALES DE

IMPROCEDENCTA NO ENTRAÑA, PER SE, EL

DESCONOCIMTENTO AL DERECHO DE TODO

GOBERNADO A UN RECURSO EFECTIVO, EN

rÉnumos DE LA coNVENCToN AMERTaANA soBRE
DERECHOS HUMANOS. El sobreseimiento en los juicios,

por la actualización de las causales de improcedencia, no

entraña, per se, el desconocimiento al derecho de todo

gobernado a un recurso efectivo frente a la actuación del
poder público, en términos de los artículos 8, numeral 7
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(garantías judiciales) y 25, numeral 1 (protección

judicial), de la Convención Americana sobre Derechos

Humanos, ya que esa obligación del Estado se satisface

previendo un medio de defensa a través del cual e|

afectado pueda plantear con toda amplitud su defensa;

requisito que se cumple cuando éste tiene la oportunidad

de promover, por ejemplo, amparo contra un acto que

estime lesivo de su esfera de derecho, pero se acredíta

la inutilidad del juicio por consentimiento tácito del acto

reclamado, pues la obligación de garantizar ese "recurso

efectivo" no implica soslayar la existencia y aplicación de

los requisitos procesales que rigen al medio de defensa

respectivo. Incluso, la existencia y aplicación de causales

de admisibilidad de un recurso resulta compatible con la

propia Convención, dado que su efectividad implica que,

potencialmente, cuando se cumplan los requisitos del

caso, el órgano jurisdiccional evalúe sus méritos.

SÉPTIMI TRIBUNAL CzLEGIADI EN MATERIA

ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCIJITO. Arnparo

directo 675/2013. Traka de México, S.A. de C.V. 18 de

diciembre de 2013. Unanimidad de votos, Ponente:

Francisco García Sandoval. Secretario: ChrÌstÌan Omar

González Segovia. Tesis de Jurisprudencia aprobada por

la Segunda Sala del Alto Tribunal, en sesión privada del

treinta de abril del dos mil catorce. Número

2as/J.56/2014.

DERECHOS HUMANOS, LA REFORMA

CONSTTTUCTONAL EN ESA MATERTA NO PERMTTE

CONSTDERAR QUE LAS CAUSALES DE

IMPROCEDENCTA DEL JUTCTO DE AMPARO SEAN

TNAPLICABLES Y, POR ELLO, SE LESTONE EL

DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. Mediante

decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación fue

reformado, además de otros, el artículo 7o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos con
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el fin de precisar, entre otras cuestiones, que en este país

todas las personas gozarán de los derechos humanos

reconocidos en la Constitución y en los tratados

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte,

así como de las garantías para su protección; que las

normas relativas a los derechos humanos se

interpretarán de conformidad con dicha Constitución y
con las tratados internacionales de la materia,

favoreciendo en todo tiempo a las personas con la

protección más amplia, y que todas las autoridades, en

el ámbito de sus competencias, tienen la obtigación de

promoven respetar, proteger y garantizar los derechos

humanos. Ahora bien, los artículos 77 constitucional y 25,

numeral 7, de la Convención Americana sobre Derechos

Humanos, que reconocen el derecho de las personas a
que se les administre justicia, el acceso a ésta y a contar

con un recurso sencillo y rápido, o efectivo, de ninguna

manera pueden ser interpretados en el sentido de que las

causales de improcedencia del juicio de amparo sean

inaplicables, ni que el sobreseimiento en é1, por sí, viola

esos derechos. Por el contrario, como el derecho de

acceso a la justicia está condicionado o limitado a los

plazos y términos que fijen las leyes, es claro que en ellas

también pueden establecerse las condiciones necesarias

o presupuesfos procesales para que los tribunales estén

en posibilidad de entrar al fondo del asunto planteado, y

decidir sobre la cuestión debatida. Por tanto, las causales

de improcedencia establecidas en la Ley de Amparo

tienen una existencia justificada, en la medida en que,

atendiendo al objeto del juicio, a la oportunidad en que

puede promoverse, o bien, a los princÌpios que lo regulan,

reconocen la imposibilidad de examinar el fondo del

asunto, lo que no lesiona el derecho a la administración

de justicia, ni el de contar con un recurso sencillo y

rápido, o cualquier otro medio de defensa efectivo.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL
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CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA REGION, CON

RESIDENCIA EN GUADALÆIARA, JALISCO. Amparo en

revisión 40/2013 (cuaderno auxiliar 234/2013). Daniel

Andrade Gómez. 25 de abril de 2013. unanimidad de

votos. Ponente: Juan Manuel Rochín Guevara.

Secretaria: Cintlali Verónica Burgos Flores. Epoca:

Décima, Registro: 2006083, Instancia: Tribunales

Colegiados de Circuito. Época Décima, Registro:

2004217. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito.

Porque si bien, de conformidad con los artículos L,3 y 13 de la

Ley de lusticia Administrativa del Estado de Morelos, que

establecen textualmente :

ARTICULO 7, En el Estado de Morelos, toda persona

tiene derecho a controvertir los actos, omisiones,

resoluciones o cualquier otra actuación de carácter

administrativo o fiscal emanados de dependencias del

Poder Ejecutivo del Estado, de los Ayuntamientos o de

sus organismos descentralizados, que afecten su

derechos e intereses legítimos conforme a lo díspuesto

por la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, la particular del Estado, los Tratados

Internacionales y por esta Ley,

Artículo 3. El Tribunal de lusticia Administrativa cuenta

con las facultades, competencia y organización que

establece la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, la particular del Estado, la Ley Orgánica del

Tribunal de Justicia Administratíva del Estado de Morelos,

esta Ley y la normatíva aplicable; forma parte activa del

Sistema Estatal Anticorrupción y está dotado de plena

jurisdicción, autonomía e imperio suficiente para hace,r

cu m pl i r sus determ i naciones.
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Artículo 73. Sólo podrán intentenir en juicío quienes

tengan un interés jurídico o legítimo que funde su

pretensión, Tienen interés jurídico, los titulares de un

derecho subjetivo público; e interés legítimo quien alegue

que el acto reclamado viola sus derechos y con ello se

produce una afectación real y actual a su esfera jurídica,

ya sea de manera directa o en virtud de su especial

situacÌón frente al orden jurídico.

Disposiciones de las que se desprende la competencia de este

Tribunal para conocer de las impugnaciones que los particulares

realicen en contra de actos, omisiones, resoluciones o cualquier

otra actuación de carácter administrativo o fiscal emanados de

dependencias del Poder Ejecutivo del Estado, de los

Ayuntamientos o de sus organismos descentralizados, que

afecten sus derechos e intereses.

Asimismo, conforme a lo dispuesto en el artículo 109 bis de la

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, se

otorga también el interés legítimo para controvertir la existencia

conflicto de intereses considerando las situaciones en las que el

juicio del servidor público en relación a su interés primario y la
integridad de sus acciones en el empleo, cargo o comisión pueda

ser influenciado por un interés personal, familiar o de negocios

que tiende a afectar el desempeño imparcial u objetivo de su

función en cualquier forma; y la compatibilidad de dos o más

empleos o comisiones de los servidores públicos del Estado

deberá de atenderse conforme a la naturaleza y la eficiencia del

empleo, cargo o comisión, las restricciones constitucionales, y la
pertinencia en función de los horarios a desempeñar el servicio

público frente a otro empleo.
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De los artículos 37 fracción III, en relación con los artículos 1,

03, 13 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos, se desprende como requisito de procedencia del juicio

de nulidad, que el accionante acredite el perjuicio o afectación
que de manera personal y actual sufra en su esfera jurídica, ya

sea de manera directa o en virtud de su especial situación

frente al orden jurídico, lo cual es exigido con el objeto de

justificar plenamente la facultad de la parte actora, para

acudir ante este Tribunal a demandar la tutela del

derecho que afirma se encuentra afectado, lo que se

traduce en un presupuesto o condición esencial

indispensable para su procedencia, porque implica que

quien promueva el juicio de nulidad, debe resentir un perjuicio

o menoscabo en su esfera jurídica, por la emisión del acto

impugnado.

Porque un acto de autoridad puede engendrar una situación

jurídica concreta, en beneficio o perjuicio de una o varias

personas, en relación con la formación, modificación o extinción,

de una relación de derecho; por tanto, cuando afecta a uno o

varios individuos en su persona o patrimonio, creando,

modificando o extinguiendo en su perjuicio una situación jurídica

concreta, el juicio de nulidad es procedente; y por el contrario,

cuando no afecta o causa perjuicio a la esfera jurídica del

particular, el juicio de nulidad es improcedente, porque la

demanda únicamente puede promoverse por la parte a

quien se le produzca una afectación real y actual en su

esfera jurídica/ ya sea de manera directa o por su especial

situación frente al orden jurídico; en términos de lo dispuesto

por el artículo 13 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado

de Morelos.
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cuando la parte actora controvierta un acto de autoridad
por considerar que éste transgrede en su perjuicio algún
derecho, debe acreditar la existencia del perjuicio; de
suerte gu€, de no ser así, se actualiza la causal de
improcedencia prevista en la fracción XVr der artículo 37
de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de
Morelos, en relación con el mencionado artículo 13 de ra Ley de

Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

En el caso/ no se tiene por acreditado el perjuicio que arroga a

la esfera jurídica del actor el acto impugnado consistente en el

acuerdo de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós,

emitido por el contralor Municipal del Ayuntamiento de Cuautla,

Morelos, derivado del pliego de observaciones emitidas por el

servidor público entrante 

con número de expediente , pues como se aprecia

de su contenido no se advierte que, le modifiquen o extingan

algún derecho.

consecuentemente, la parte actora fue omisa en acreditar en

forma fehaciente el agravio, perjuicio, menoscabo u ofensa que

dicho acto reclamado le genera en su esfera jurídica.

Efectivamente, en el caso no existe prueba alguna en autos que

acredite que el promovente haya sufrido modificación alguna en

la esfera de sus derechos derivados de la emisión del acuerdo

de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós, emitido por

el Contralor Municipal del Ayuntamiento de Cuautla, Morelos.
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siendo, que de conformidad con lo previsto por el artícuro 386

del código Procesal civil del Estado de Morelos, de aplicación

supletoria a la ley de la materia, se establece que las partes

asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de

sus pretensiones.

Así, la parte que afirme tendrá la carga de la prueba, de sus

respectivas proposiciones de hecho, y los hechos sobre los que

el adversario tenga a su favor una presunción legal.

Por tanto, correspondía al actor probar en forma
fehaciente (y no con base en presunciones), la afectación
que produce la emisión del acuerdo de fecha veinticinco de

febrero de dos mil veintidós, emitido por el Contralor Municipal

del Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, en su esfera jurídica;

o en su caso que la autoridad demandada le hubiere
restringido, o modificado alguna condición derivada de la

emisión del mismo,

Tal como se advierte de la instrumental de actuaciones la actora

no aportó elemento probatorio alguno dentro del plazo

concedido para tales efectos, únicamente adjuntó a su escrito

de demanda las documentales consistentes en:

Original del acta de entrega a recepción 20L9- 202L

del Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, de fecha

veintinueve de diciembre de dos mil veintiuno,

entregada por  y recibida

por , en su

carácter de Presidente Municipal del Ayuntamiento
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de Cuautla, Morelos y el CONTRALOR MUNICIPAL

DEL AYUNTAMIENTO DE CUAUTLA, MORELOS.

Copia simple del citatorio de fecha dos de marzo de

dos mil veintidós, emitido por el notificador de la
Contraloría Municipal del Municipio de Cuautla,

Morelos, a nombre de 

Copia simple de la cedula de notificación de fecha

tres de marzo de dos mil veintidós que contiene el

acuerdo de fecha veinticinco de febrero de dos mil

veintidós, realizado por el notificador de la

Contraloría Municipal del Municipio de Cuautla,

Morelos.

Copias certificadas del expediente  del

pliego de observaciones del servidor entrante

Documentales que por cuanto a las pruebas exhibidas en copias

simples se les otorga valor presuncional y por cuanto a las

originales y exhibidas en copias certificadas se les otorga valor

probatorio en términos de lo previsto por los artículos 437, 490

y 49L del Código Procesal Civil del Estado de aplicación

supletoria a la ley de la materia, y las cuales no resulta idóneas,

ni suficientes para acreditar que el acuerdo de fecha veinticinco

de febrero de dos mil veintidós, emitido por el CONTRALOR

MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CUAUTLA, MORELOS,

derivado del pliego de observaciones emitidas por el servidor

público entrante , con
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número de expediente , causen un perjuicio a la
esfera jurídica de 

Ya que únicamente se acredita el contenido de la entrega

recepción que realizó el actor el veintinueve de diciembre de dos

mío veintiuno, al servidor público entrante 

Z y al CONTRALOR MUNICIPAL DEL

AYUNTAMIENTO DE CUAUTH, MORELOS; que el veinticinco de

febrero del dos mil veintidós, 

, presentó ante la Contraloría Municipal de Cuautla,

Morelos, un pliego de observaciones derivado de la entrega a

recepción realizada por el servidor público saliente 

, del periodo "2019-202!"; y que con fecha

veinticinco de febrero de dos mil veintidós, el CONTRALOR

MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CUAUTLA, MORELOS,

acordó tener por recibido y admitido el pliego de observaciones

emitido por el servidor público entrante (aquí tercero

interesado) respecto del proceso de la entrega a recepción de

fecha veintinueve de diciembre de dos mil veintiuno, realizado

por el servidor público saliente (hoy parte actora), y en el que

se ordenó al servidor saliente que compareciera ante la

contraloría para que diera contestación a las observaciones

realizadas y diera su aclaración o en su caso manifestare lo que

a su derecho convenía, en el que se estableció que en caso

contrario se procedería conforme al régimen de los servidores

públicos en relación al artículo 9 y 24 de la Ley de Entrega y

Recepción del Estadio de Morelos.

Pruebas todas que no son suficientes para acreditar que el

acuerdo de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós,

emitido por el Contralor Municipal del Ayuntamiento de Cuautla
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Morelos, cause un perjuicio a la esfera jurídica de 
.

Por ello, es que al acto impugnado consisten en er acuerdo de

fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós, emitido por el

contralor Municipal del Ayuntamiento de cuauila, Moreros, se

les actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción

XVI del artículo 37 de la Ley de Justicia Administrativa para el

Estado de Morelos en relación con el mencionado artículo 13 de

la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

Por lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por er artículo

3B fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos, lo procedente es decretar el sobreseimiento der

presente juicio por lo que este Tribunal está imposibilitado
jurídicamente para analizar el fondo del asunto, así como ras

pretensiones deducidas del juicio, siendo aplicable al caso

concreto por analogía, el criterio jurisprudencial que a

continuación se cita:

SOBRESETMTENTO. TMPTDE ENTRAR A ANALTZAR

EL ESTUDTO DE LAS CUESTIONES DE FONDO,

Cuando se acredita en el juicio de garantías cualquier

causa de improcedencia y se decreta el sobreseimiento,

no causa ningún agravio la sentencia que deja de

ocuparse de los argumentos tendientes a demostrar la

violación de garantías por los actos reclamados de las

autoridades responsables, lo que constituyen el problema

de fondo, porque aquella cuestión es de estudio

preferente. Tercer Tribunal Colegiado del Segundo

Circuito, 1028, Registro Núm. 7447; Novena Época;

Tribunales Colegiados de Circuito; Semanario ludicial de
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la Federación y su Gaceta.Tomo XIV, Noviembre de 2007,

página 379.

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:

RESUELVE:-

PRIMERO.- Este Tribunal es competente para conocer y

fallar el presente asunto; en los términos precisados en el

considerando I de la presente resolución.

- - - SEGUNDO.- Se decreta sobreseimiento del presente juicio,

conforme a la fracción II del artículo 38 de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, atendiendo a lo precisado

en el último considerando de la presente resolución.

TERCERO.- Se levanta la suspensión concedida en auto

de fecha veinticuatro de marzo de dos mil veintidós.

cuARTO.- NOTTFTQUESE PERSONALMENTE,

cúmplase y en su oportunidad, archívese el presente asunto

como total y definitivamente concluido.

Por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los integrantes del

Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos,

Magistrado Presidente GUILLERMO ARROYO CRUZ Titular de la

Segunda Sala de Instrucción y ponente en el presente asunto; MARIO

TRIBUNAL DF ]US]'ICIA ADMINISTRATTVA
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cÓM¡z topez, secretario de Estudio y cuenta habilitado en

funciones de Magistrado de la Primera sala de Instrucción3;

Magistrado Dr. en D. JoRcE ALBERTO ESTRADA cuEVAs, Titular
de la Tercera sala de Instrucción; Magistrado MANUEL GARCÍA

QUTNTANAR, Titular de la cuarta sala Especiarizada en

Responsabilidades Administrativas; Magistrado JoAeuÍN RoeuE
GoNzÁLEz cÊFråzo, Titular de la euinta sala Especializada en

Responsabilidades Administrativas; en términos del artículo 4,

fracción I y artículo séptimo transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal

de Justicia Administrativa del Estado de Morelos publicada en el

periódico oficial "Tierra y Libertad" número 5514 el 19 de julio de

20t7; ante ANABEL SALGADO RÁN, Secretaria General de

Acuerdos, quien autoriza

ENTE

G CRUZ

TITULAR DE LA SEGUNDA SILA DE INSTRUCCIóN

a,r'

MARI MEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CU LITADO EN

FUNCIONES DE MAGISTRADO DE LA PRIMERA SALA DE

INSTRUCCIóN.

3 En términos del artículo 70 de la Ley Orgánica del Tribunal de lusticia Administrativa
del Estado de Morelos; 97 segundo párrafo del Reglamento Interior del Tribunal de
Justicia Administrativa del Estado de Morelos y al acuerdo PTJA/23/2022 aprobado en
la Sesión Extraordinaria número trece de fecha veintiuno de junio de dos mil veintidós.

ñ

LO PEZ
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DR. EN EAL ERTO ESTRADA CUEVAS

TITULAR DE LA TERCERA SALA DE INSTRUCCION

ISTRADO

MANUEL GARCÍA QUINTANAR
TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA

E N RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS

Dor .
rN ROQUE GO

TITULAR DE LA QUINTA
EN RESPONSABILIDAD INISTRATIVAS

sEc GENERAL

ANABEL L CAPISTRAN

La presente hoja corresponde a sentenc ia de fecha veintidós de noviembre de dos mil
de Justicia Administrativa del Estado de Morelos,
2, promovido por  por su
R MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CUAUTLA,

veintitrés, emitida por el Pleno Tribunal
dentro del juicio de ulidad
propio derech co

LEZ CEREZO

ESPECIALIZADA

ORELOS y

MKCG.

TJA Morelos ML2
Texto escrito a máquina
JEVC
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